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jurídico quinto en cuanto que señala “... el derecho de cualquier menor, con capacidad y madurez suficiente, 
a ser oído en vía judicial en la adopción de medidas que afectan a su esfera personal, en tanto que este 
Tribunal ya ha reiterado que forma parte del contenido esencial del art. 24.1 CE. De ese modo, con mayor 
razón, y por ser en muchos casos su presupuesto lógico, también forma parte del contenido esencial del 
art. 24.1 CE que se posibilite a cualquier menor, con capacidad y madurez suficiente, instar de los órganos 
judiciales, en cualquier orden jurisdiccional, la defensa de intereses que afecten a su esfera personal, incluso 
contra la voluntad de quienes ejerzan su representación legal.”

Pero, además de esta posibilidad de que se produzca una colisión de intereses contradictorios, que no 
siempre queda bien resuelta con el posible recurso a un defensor judicial (se ha de hacer ya en sede judicial 
y previa solicitud expresa para ello) también hemos de centrarnos en el necesario respeto a la opinión y 
voluntad que manifieste la persona objeto de tutela, que hubiere alcanzado suficiente madurez personal, 
sobre el profesional del derecho que haya de ejercer su defensa y representarlo en juicio.

Debe existir una especial relación de confianza entre abogado defensor y la persona sobre la que ejerce su 
patronazgo jurídico, dirigiendo su estrategia, medios probatorios y línea argumental con que defender su 
pretensión. En esta Defensoría no creemos que deba limitarse al menor tutelado su posibilidad de opinar 
y, en su caso, manifestar su voluntad sobre qué profesional ha de defenderle, en ocasiones para reclamar 
contra la Administración, para oponerse a sus decisiones como tutor legal, o para ejercer su defensa en 
procedimientos de responsabilidad penal, en los que, tal como ocurre hasta ahora, la propia Ley predefine 
el profesional que ha de representarlo y dirigir su defensa.

Por dicho motivo creemos que en la coyuntura en que nos encontramos, en fase de elaboración de una 
normativa que con rango de ley venga a actualizar las disposiciones que afectan a menores -en especial 
la Ley 1/1998, de 20 de abril, de los derechos y la atención al menor- para adaptarlas a las recientes 
modificaciones en la legislación civil de ámbito nacional, es el momento más oportuno para avanzar 
en la efectividad de la autonomía personal de las personas menores de edad, permitiéndoles optar 
porque su defensa en juicio se efectúe por letrados del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía; 
por letrados incluidos en el correspondiente turno de oficio, o bien por el abogado privado de su 
confianza, debiendo en este último caso satisfacer sus honorarios con cargo a su pecunio personal.

1.9.2.4 Medidas de protección; acogimiento familiar, 
acogimiento residencial y adopciones

1.9.2.4.1 Acogimiento residencial 
Una vez que la Administración dispone de la tutela o simple guarda de un menor ha de atender sus 
necesidades bien confiando su guarda y custodia a una familia, extensa o ajena, bien internándolo en 
un centro residencial de protección de menores. Refiriéndonos a este último supuesto, a lo largo del 
ejercicio 2016, hemos realizado actuaciones relacionadas con la supervisión del funcionamiento y estado 
de conservación de tales centros. 

En primer lugar informamos de la respuesta favorable a las Recomendaciones que en el ejercicio anterior 
efectuamos en la (queja 14/4454), asumiendo la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas 
Sociales de Sevilla íntegramente su contenido, orientado a que se realizase un mayor control del centro 
de protección “Villa Elvira” y que se estudiase una posible revisión de los criterios organizativos y su 
proyecto educativo para garantizar una atención de calidad, procurando un clima de convivencia amigable 
que reduzca los incidentes violentos a supuestos excepcionales. 

En dicha resolución censuramos que la problemática del centro era asumida por la Administración como un 
hecho hasta cierto punto insalvable y cronificado, justificando la reiteración de comportamientos disruptivos 
de los internos en función del perfil de los menores allí ingresados. Recalcaba la Administración que por 
necesidades del Servicio de Protección de Menores dicho centro se había especializado en la acogida 
inmediata de urgencia de adolescentes desamparados de ambos sexos, de 12 a 17 años. La premura de 
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la acogida inmediata hace que de dichos menores se tenga poca información y que exista un período de 
estancia, más o menos prolongado, en que los menores permanecen en el centro sin conocer exactamente 
su situación y el plan de intervención previsto para ellos. En el recurso muchas veces se parte de cero y se 
comienza un estudio de su perfil y circunstancias personales para derivarlos, si así se determinase, a un 
centro residencial básico, a acogimiento familiar, o ser devueltos a sus familias.

En esta tesitura, al acoger de urgencia a adolescentes carentes de plan de intervención o éste someramente 
iniciado, si se da el caso de que algunos de los residentes tienen un perfil conflictivo, y se añaden nuevos 
ingresos del mismo perfil, nos encontramos con un terreno abonado para el florecimiento de conflictos y 
disputas de difícil solución. Prueba de ello son los hechos relatados en la queja que refieren un clima de 
convivencia en el centro inapropiado para la protección de menores, con altercados de carácter muy violento. 

De modo similar actuamos en la 
queja 16/1344 que iniciamos, de 
oficio, tras conocer por noticias 
aparecidas en distintos medios 
de comunicación la clausura 
de un centro de protección en 
Estepona (Málaga) en el cual se 
venía ejecutando un programa 
específ ico para menores 
inmigrantes no acompañados. 
En el trámite de la queja nos 
interesamos por la garantía del 
bienestar e interés superior de 
los menores que allí residían y 
que habían visto alterada su vida 
ordinaria y referente de relaciones 
sociales con el obligado traslado 
a otros recursos residenciales 
idóneos a sus características.

La Delegación Territorial informó que su actuación vino motivada por los datos que obtuvieron en el 
ejercicio de su función inspectora, como garante del cumplimiento de los requisitos materiales y funcionales 
establecidos en la legislación. Al efectuar una visita de inspección al centro se constató un inadecuado 
mantenimiento de las instalaciones, que evidenciaban un notable deterioro. A lo expuesto se añadía la 
escasez y poca variedad de alimentos almacenados, con incidencia negativa en los menús previstos para 
los menores internos.

Tras detectarse estas graves irregularidades, se procedió al traslado de los menores a otros centros residenciales, 
adecuados a sus características y necesidades, quedando con ello garantizados sus derechos y bienestar.

También hubimos de intervenir en el conflicto generado en el mes de julio en un centro para menores 
inmigrantes en Granada. La Secretaría General de Servicios Sociales nos remitió un informe en que 
detallaban los incidentes (agresiones) producidos al iniciar el traslado de un menor al centro de protección 
del que procedía, en Jerez de la Frontera.

El documento recibido de la Administración destacaba que ante la negativa del menor a llevar a cabo el 
traslado, y como consecuencia del estado de agresividad que presentaba, las personas responsables del centro, 
siguiendo el protocolo establecido, recurrieron en auxilio de la Policía Autonómica y de la Policía Nacional. 
Se pone de relieve que la actitud del menor fue alentada y animada por otros menores, produciéndose 
una serie de incidentes violentos entre éstos y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

Resultado de los altercados, la policía detuvo a diez menores, todos de nacionalidad marroquí, acusados de 
obstrucción y atentado contra la autoridad, lo cuales fueron puestos a disposición de la Fiscalía y Juzgado de 
Menores. Otros dos menores aprovecharon la revuelta para abandonar el centro sin autorización, siendo 
localizados horas después y también derivados a la Fiscalía. 
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En julio se celebraron las vistas orales, acordando por el Juzgado de Menores Nº 1 de Granada las medidas 
coercitivas y educativas oportunas, y la medida de internamiento de todos los menores en conflicto en un 
centro de internamiento de menores infractores.

Por otro lado, el informe de la Entidad Pública pone de relieve la apertura de un expediente informativo 
para analizar el suceso y verificar el cumplimiento del protocolo ante situaciones como las acontecidas 
en el centro. También se destaca que se ha identificado una serie de propuestas de mejoras como son 
la separación del menor en conflicto del grupo de iguales para evitar actitudes de apoyo, la estabilización 
del menor antes de intentar llevar a cabo la medida que se pretenda, o la conveniencia de revisar el 
procedimiento de coordinación con otras instituciones.

Analizada la exhaustiva información facilitada, esta Institución comparte el criterio sustentado por la 
Administración respecto de la rápida solución del conflicto, y la adecuada intervención del personal del 
centro de protección, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y del Servicio del 061. Del mismo 
modo compartimos la valoración que se realiza por la Administración respecto de la eficaz intervención 
de la Fiscalía de Menores y del Juzgado de Menores y valora positivamente las propuestas de mejora 
(queja 16/3876)

Uno de los incidentes que de forma reiterada alternan el clima de convivencia y funcionamiento ordinario de 
los centros de protección lo constituyen los abandonos no permitidos del centro por parte de los internos 
(fugas). Tratándose de centros residenciales de protección de menores, cuya concepción arquitectónica, 
dotación material y funcionamiento ordinario ha de asemejarse a un hogar familiar, resulta una tarea muy 
dificultosa la prevención de estos incidentes, lo cual obliga al personal a actuar con extrema diligencia en 
el control de las entradas y salidas del centro, activando de forma urgente los protocolos de intervención 
previstos para dichas contingencias.

Esta situación se da en la queja 16/2152 que iniciamos tras tener conocimiento por noticias publicadas en 
distintos medios de comunicación de la desaparición de una adolescente, de 17 años de edad, acogida 
en un centro de protección de menores de la provincia de Sevilla.

En alguna de las crónicas periodísticas se citaba el nombre y apellidos de la menor e incluso se ilustraba la 
noticia con su fotografía. A continuación se relataban las circunstancias en que acontecieron los hechos, 
recalcando que la menor ingresó en el centro de protección de menores por voluntad propia tras una 
fuerte discusión en el seno de su familia. Al parecer la menor denunció que era maltratada por su familia 
y a continuación fue ingresada en el centro para proteger sus derechos e integridad, así como investigar 
lo sucedido para actuar en consecuencia. 

Tras la denuncia de la desaparición se activaron los protocolos policiales para su localización, teniendo 
mucha repercusión la noticia. El desenlace del incidente tuvo un resultado favorable ya que la menor 
compareció días después en casa de sus padres, por propia voluntad.

Del relato de los hechos destacamos, por un lado, la difusión sin ninguna cortapisa de la imagen fotográfica 
de la menor y de sus datos personales, ilustrando las crónicas periodísticas con un relato de hechos ocurridos 
en la intimidad familiar que pudieran afectar a su honor e intimidad personal. También nos preocupaba, 
las actuaciones realizadas en el expediente de protección incoado a resultas de su denuncia e ingreso en 
el centro de protección.

La Delegación Territorial informó que la menor ingresó en un centro de acogida inmediata de Sevilla 
conducida por la policía, y de ahí fue trasladada a otro, el cual abandonó sin autorización cuatro días 
después, regresando a la casa de sus padres posteriormente. 

En los días en que la menor permaneció ilocalizada su búsqueda se realizó por la Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado, protagonizando también una búsqueda de forma privada los padres, auxiliados por 
una ONG, colaborando en ello medios de comunicación.

Tras valorar las circunstancias del caso, el Ente Público decidió como medida más conveniente para el 
interés superior de la adolescente que esta siguiera con su familia y que se abordase el caso por el Equipo 
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de Tratamiento Familiar, cuyo personal especializado les orientaría y formaría en estrategias para solventar 
el conflicto de relación con su hija.

En cuanto a la revelación de la imagen y datos personales de la menor, toda vez que dicha situación se dio 
en el contexto de las acciones emprendidas por la propia familia para su localización, el Ente Público dejó 
en manos de la Fiscalía -que era conocedora de la situación- la oportunidad de ejercer acciones legales en 
protección de los derechos e interés superior de la menor.

Por nuestra parte, también ponderamos la dificultad que entraña la solución del conflicto de relación entre 
padres e hijos en edad adolescente, especialmente si se dan circunstancias de falta de control de impulsos 
o de rechazo de la autoridad paterna. A este respecto consideramos razonable y proporcionado que se 
hubiera optado por medidas que no implicasen la separación de la adolescente de su medio social y familiar, 
derivando el caso a los servicios especializados que les proporcionaría el Equipo de Tratamiento Familiar.

También, de oficio, tramitamos la queja 15/5145 en relación con la desaparición de dos adolescentes de 
un centro de protección de menores de Sevilla capital . Del informe remitido por la Delegación Territorial 
de Igualdad, Salud y Políticas Sociales extraemos que las menores acordaron ausentarse sin permiso del 
centro de forma improvisada. La reacción del centro tras su desaparición fue inmediata, interponiendo la 
correspondiente denuncia y comunicando el hecho a los familiares. Las familias tuvieron una participación 
activa en la localización de ambas jóvenes, hecho que se produjo tras transcurrir algo más de 48 horas 
desde su desaparición.

Las peripecias que vivieron las jóvenes durante el tiempo que estuvieron desaparecidas no quedaron 
suficientemente aclaradas, aunque no se refiere que hubieran padecido ningún daño físico o psicológico 
que fuera relevante.

A la fecha de redacción del informe una de las menores ya se encontraría junto con sus hermanos, también 
tutelados por la Administración, en el mismo centro residencial básico. La otra menor permanecía en 
el centro de acogida inmediata pendiente de que se decidiera para ella la medida de protección más 
conveniente a su supremo interés.

Otro supuesto de fuga de centro de protección lo analizamos en la queja 15/5410. La menor se fugó, junto 
con otra interna, del centro de protección en que residía en la provincia de Jaén, interponiéndose por 
parte del recurso la correspondiente denuncia y comunicándolo al servicio 112. Al día siguiente la menor 
fue localizada y devuelta al centro por la Guardia Civil.

El comportamiento de la menor estuvo muy condicionado por el conflicto de relación que tenía con sus 
padres. Esta problemática fue abordada con posterioridad al nuevo ingreso en el centro, con una intervención 
tanto educativa, como psicológica y social, con resultados positivos. Los sucesivos encuentros y visitas 
supervisadas con los padres propiciaron un acercamiento y cambio de actitud entre ellos, apreciándose 
una mejora significativa en sus relaciones. A los padres se les proporcionó pautas educativas para que las 
utilizasen con su hija. Además, éstos se comprometieron a recibir ayuda del Equipo de Tratamiento Familiar 
de su zona. Ante todo lo expuesto, la menor abandonó el centro para reintegrarse en el domicilio familiar, 
siendo derivado el caso para seguimiento por parte del citado Equipo.

En el transcurso del año 2016 también abordamos problemas asociados a la contratación del servicio de 
gestión de centros de protección de menores, en concreto, con las licitaciones públicas de los contratos 
para la gestión de centros de protección de menores: Las reclamaciones se han centrado en el importante 
recorte presupuestario, con la consecuente disminución en el número de plazas y la calidad en la atención 
a los menores.

A este respecto la Dirección General de Infancia y Familias puntualiza que en cada provincia existen 
diferentes contratos de gestión de servicio público en función de la ubicación y el programa de cada 
centro de protección, lo cual impide una respuesta uniforme y global a la cuestión. Aún así, se señala 
que el dispositivo habilitado para el acogimiento residencial ha ido evolucionando acompasado con las 
modificaciones experimentadas por el Sistema de Protección de Menores, siendo así que en esta década 
se ha pasado de un sistema basado en convenios de colaboración, que partía de las antiguas entidades 
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de beneficencia, a una red de centros de protección de menores más articulada, más homogénea y 
regida por contratos de gestión de servicio público en aras de la necesaria transparencia y la calidad del 
servicio, figura ésta -la contractual- que es exigida en numerosos informes del Gabinete Jurídico de la Junta 
de Andalucía, ya que la protección de menores es una competencia propia de la Administración, por lo 
que no puede financiarse mediante la figura jurídica de la subvención, que tiene claramente otra finalidad.

También asume la Dirección General que cuantitativamente existen ahora menos plazas de acogimiento 
residencial que hace diez años, y no solo por la mencionada reordenación del Sistema, sino porque ya desde 
la entrada en vigor de la Ley 1/1998, de 20 de abril, de derechos y atención al menor, debía tenderse a que 
los menores no tuviesen una medida de acogimiento residencial, sino de acogimiento familiar, lo que, con la 
modificación del Sistema de Protección de Menores operada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, ya no se trata 
de un criterio de actuación prioritario, sino de una exigencia legal para los menores de 0 a 3 años (prohibición 
de ingresos en centros de protección) y una estricta recomendación para los menores de 4 a 6 años, lo que 
conlleva, lógicamente, la reducción de plazas de acogimiento residencial en aras de la potenciación del 
acogimiento familiar. Por otro lado, el trabajo realizado a través de los Equipos de Tratamiento Familiar con 
aquellas familias en situaciones de riesgo tendente a prevenir la aparición de situaciones de desprotección ha 
favorecido que en muchos casos no sea necesaria la separación de los menores de su medio, disminuyendo 
el número de ingresos en recursos residenciales en unos casos, y en otros ha posibilitado, tras el trabajo 
realizado con las familias, el retorno después de la institucionalización de los niños 

En cuanto a la queja de una reducción del 20 por 100 de la asignación económica y supresión de las 
ayudas para gastos extraordinarios de los menores, lo que en realidad ha acontecido es que se ha pasado 
de un sistema de financiación mediante subvenciones a través de convenios de colaboración, en los que 
se abonaban a un precio las plazas ocupadas y a otro muchos menor las plazas disponibles (cubriéndose 
aparte esos gastos extraordinarios), a un sistema de contratos de gestión de servicio público, en los que 
el precio fluctúa en función de las plazas concertadas, estén o no ocupadas en cada momento, puesto 
que el servicio a prestar por las entidades consiste en la guarda de los menores acogidos, con todas las 
obligaciones que ello conlleva. Por ello, en este sistema de contratación se fijan las tarifas en función 
del programa concreto que desarrolle cada centro (queja 15/5902 y queja 15/5908). 

1.9.2.4.2 Acogimiento familiar
Un grupo destacado de reclamaciones ponen su foco de atención en la medida de acogimiento familiar 
propuesta por la Entidad Pública para el menor. En estos casos nuestra intervención va dirigida a comprobar 
que la actuación de la Administración sea congruente con el interés superior del menor en el sentido de 
que su vida transcurra en el seno de una familia y no interno en un centro, y que a su vez dicho acogimiento 
familiar sea estable, evitando incertidumbre por su futuro y permitiendo que la relación con esa familia les 
permita fraguar unos lazos afectivos beneficiosos y duraderos.

En congruencia con el mandato legal de primar el acogimiento familiar sobre el residencial se aborda 
el programa de acogimientos familiares de urgencia en el cual colaboran familias, especialmente 
comprometidas, que cuidan a los menores que les son confiados como una persona más que integra su 
familia, siendo conscientes de que en un horizonte temporal muy cercano el menor retornará con sus 
familiares o bien quedará bajo el cuidado de otra familia con visos de mayor permanencia. 

Los problemas que suscita la gestión de este programa social son múltiples y algunos nos fueron expuestos 
por una familia acogedora de urgencia que discrepaba del protocolo que se sigue para la entrega del menor 
acogido a la familia seleccionada para una convivencia de mayor estabilidad.

La Dirección General de Infancia y Familias coincide en la necesidad de una incorporación progresiva del 
menor a su nueva familia. Para facilitar la adaptación se pasa por una fase previa denominada acoplamiento 
en la que durante un periodo de tiempo menor y familia acogedora seleccionada se conocen y aceptan 
mutuamente.

La duración de esta fase de acoplamiento varía en función de la edad del niño o la niña y de cómo se 
produzca esta adaptación y se plantea con los objetivos de evitar la inseguridad y temor asociados a los 
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